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Introducción


EN 1855, TRAS EL TRIUNFO de la Revolución de Ayutla, México alcanzó cierta estabilidad política. Hombres de tendencia liberal como Ignacio Comonfort, Benito Juárez, Ponciano Arriaga y Miguel Lerdo de Tejada, entre otros, llegaron al poder donde emprendieron reformas políticas con miras a configurar un país formado por individuos, ciudadanos y propiedad privada, y en el cual también tuvieran participación los municipios y los pueblos indígenas, quienes vieron transformada su vida diaria.


Los integrantes del Congreso Constituyente de 1855 consideraron que uno de los mayores obstáculos para la prosperidad y el engrandecimiento de la nación era la falta de libre movimiento y circulación de la propiedad raíz amortizada, gran parte de la cual se mantenía “ociosa” en manos de corporaciones civiles y eclesiásticas. Por esta razón había que iniciar un proceso de desamortización, es decir, las tierras que eran propiedad de las corporaciones debían ser privatizadas, haciéndolas asequibles a un mayor número de individuos mediante la compraventa. El 25 de junio de 1856, el gobierno federal expidió la Ley de Desamortización de Fincas Rústicas y Urbanas Propiedad de Corporaciones Civiles y Eclesiásticas.


Esta ley, también conocida como ley Lerdo, estableció en su artículo 1 que la propiedad amortizada de las corporaciones civiles y eclesiásticas debía ser adjudicada en propiedad a los que las tenían arrendadas. El artículo 2 determinó que se realizara la misma adjudicación a aquellos que las tenían a censo enfitéutico, en tanto que el artículo 25 especificó que ninguna corporación civil o eclesiástica tendría capacidad legal para adquirir en propiedad o administrar por sí misma bienes raíces. El artículo 8 especificó que los ejidos y terrenos destinados exclusivamente al servicio público de las poblaciones a las que pertenecieran quedaban exentos de la desamortización.1 De esta forma, la Iglesia, los ayuntamientos, pueblos, cofradías, y en general, toda fundación que tuviera el carácter de duración perpetua e indefinida, debían adjudicar sus tierras en propiedad privada a los que las tenían arrendadas o a censo enfitéutico; en tanto que, las que no estaban arrendadas al momento de expedirse la ley se adjudicarían al mejor postor, en almoneda celebrada por la autoridad competente.


Si bien las tierras de los pueblos estaban bajo el régimen de propiedad corporativa, había una diferencia en su uso y destino. Se considera que los pueblos contaban con cuatro tipos básicos de tierra: el  fundo legal que era el área central del pueblo, originalmente abarcaba 500 varas, pero después aumentó a 600 varas, las cuales iban hacia cada uno de los cuatro puntos cardinales desde la iglesia o plaza principal del pueblo; las tierras de  común repartimiento,  parcelas familiares de uso individual; los  ejidos,  que eran terrenos comunales de distintas calidades: pastos, montes y aguas de los que todos podían disponer, y los  propios, terrenos reservados para que los pueblos, por medio de la renta a gente de la propia comunidad o externa, obtuvieran ingresos que les permitieran solventar los gastos comunales. Estos ingresos entraban en las cajas de la comunidad y constituían el efectivo de los bienes (Knowlton, 1978: 27-28; Fraser, 1972: 631). Otros estudios indican que también existían tierras de santos y propiedad individual (Birrichaga, 2003: 208-225; Mendoza, 2011: 275-294, 297-207; Gutiérrez, 2002: 13-15).


En general, la historiografía sobre el proceso de desamortización muestra que los pueblos se resistieron a cambiar su régimen de propiedad, y que tal proceso no tuvo efectos inmediatos. Knowlton (1978), Margarita Menegus (1995), Frank Schenk (1995) y Antonio Escobar (2001), entre otros, han señalado que la desamortización se inició después de 1867 y que las primeras tierras desamortizadas fueron las de común repartimiento y los propios de los ayuntamientos. En el primer caso porque eran parcelas individuales que se entregaban a cada familia, y solo se procedió a adjudicar a título de propiedad privada la parcela; en el segundo caso debido a que eran tierras que los ayuntamientos arrendaban a habitantes del pueblo o foráneos (Menegus, 1995: 144-189; Knowlton, 1998: 78-79). No obstante, esta investigación muestra que algunos vecinos de los pueblos del valle de Cuautitlán no se resistieron a la desamortización de sus tierras de común repartimiento, por lo que esta se inició tres meses después de haber sido expedida la ley. Respecto a las tierras de uso común (ejidos), quedaron exceptuadas de la desamortización y su privatización se inició hasta la década de 1890 (Knowlton 1978: 71-96).


En este siglo, se mantiene la creencia de que las tierras de común repartimiento eran parcelas individuales que se distribuían entre las familias para su subsistencia, y se pasa por alto analizar los cambios y aspectos del siglo xix. Al no cuestionar quién distribuía las tierras ni cuántas tierras tenía cada persona, o si los posesionarios se asumían como propietarios o veían al pueblo como el propietario, se cree entonces que las tierras de común repartimiento eran parte integrante de la propiedad corporativa del pueblo. No obstante, la información sugiere un cambio en los derechos de propiedad sobre este tipo de tierras durante el siglo xix, pues hay evidencia de que en muchos casos los posesionarios se asumían como propietarios; una sola persona tenía hasta 10 fracciones de tierra; las tierras ya no eran distribuidas por las autoridades locales, y las tierras de común repartimiento privatizadas continuaron llamándose de la misma forma.


Por lo tanto, el proceso desamortizador de las tierras de los pueblos necesita ser abordado desde otra perspectiva; una que se aleje de la idea de que los pueblos eran actores homogéneos y de que los varios tipos de tierras se consideraban de la misma forma en todos ellos. Veamos un ejemplo, Antonio Escobar y Emilio Kourí, alejados de este pensamiento generalizado, cuestionan tanto la idea de pueblos homogéneos como la idea clásica de los cuatro tipos básicos de tierra: fundo legal, propios, tierras de común repartimiento y ejidos. Escobar, por un lado, considera que estos cuatro tipos de tierra no eran formas o círculos que se expandieran desde el centro del poblado, puesto que existían y se mantenían espacios agrícolas y poblaciones a diversas distancias con una distribución y acceso irregulares (Escobar, 2012: 4). En tanto que Kourí señala, pertinentemente, que “lejos de ser armónicas y solidarias, las relaciones sociales y la distribución de derechos de propiedad dentro de los pueblos eran, por lo general, muy complejas y desiguales, lo que con frecuencia se tradujo en posturas encontradas respecto a la conveniencia de las desamortizaciones” (Kourí, 2017: 1930). No sorprende, entonces, que en distintos pueblos, los pobladores optaran por impulsar ellos mismos los repartos de sus tierras. Incluso donde hubo fraude o trampa en la disposición de los terrenos comunales, los protagonistas de tales despojos fueron hijos del pueblo (Kourí, 2017: 1930-1931).


Es más, las tierras de “repartimiento” para el cultivo entre individuos y familias de la comunidad fue casi siempre desigual, y a veces notablemente inicua (Kourí, 2017: 1938-1940). En muchos pueblos, la renta, hipoteca y venta de parcelas de repartimiento fueron una faceta normal de la organización de las relaciones sociales de propiedad. A partir de estas evidencias, resultó atractivo llevar a cabo un estudio histórico sobre la desamortización y compraventa de las tierras de común repartimiento.


El espacio geográfico


Esta investigación comenzó con la idea de estudiar la desamortización de las tierras corporativas de los pueblos en la municipalidad de Cuautitlán a partir de la expedición de la ley Lerdo. Sin embargo, el espacio de estudio pronto quedó rebasado, ya que en el proceso de búsqueda documental el agua aparecía constantemente vinculada con la tierra, pues las tierras de varias municipalidades del valle de Cuautitlán eran regadas con el agua del río Tepotzotlán. Esto me llevó a considerar a parte de la municipalidad de Cuautitlán, a las municipalidades de Tultitlán, Teoloyucan, Tultepec, San Miguel Tlaxomulco e, incluso, a las de Tepotzotlán, Hueypoxtla, Zumpango y Jaltenco. Por ello, el espacio de estudio corresponde al valle de Cuautitlán y la parte de montaña que lo rodeaba por la parte noroeste.


Hacia la segunda década del xix, el valle comprendía una gran extensión de tierra fértil y estaba rodeado por sistemas montañosos, al Norte se imponía el cerro Grande (en aquel entonces parte de San Pedro Xalpa) y el cerro del Sincoque; en el Sur estaba la sierra de Guadalupe –cuya altura máxima era de 2 800 ms.n.m.–, que al Oeste descendía hacia la cuesta Barrientos, por donde pasaba el Camino Real de Tierra Adentro; al Este se ubicaban los cerros Chiconautla y Paula, así como el pueblo de Tizayuca, por donde descendía el río intermitente “Las Avenidas de Pachuca” y, finalmente, en el Oeste estaba bordeado por la sierra de Las Cruces –con una altura máxima de 3 800 ms.n.m.– de donde descendían los ríos permanentes Tepotzotlán y Cuautitlán, cuyas aguas fertilizaban las tierras de la región (Sandré, 2012: 124; Orozco, 1864: 109-118).


Así, las ricas y extensas coberturas forestales de las sierras Tepotzotlán y Las Cruces proveían de vastos manantiales y escurrimientos naturales a la región de la subcuenca del río Cuautitlán (Venegas, 1923). El afluente principal de esta subcuenca era el río Cuautitlán,2 en él confluían la mayoría de los escurrimientos de agua, entre ellos el río Lanzarote y el río Tepotzotlán. La existencia de los ríos propició que tanto los pueblos de la montaña como los de la planicie disfrutaran de abundante agua para fertilizar sus tierras y cultivar diferentes productos, como maíz y trigo (Reséndiz, 1999: 8-9, 186). Los pueblos, las haciendas y los ranchos de la región aprovechaban estas aguas.


La montaña y el valle se caracterizaban por el agua y la tierra, las cuales se acompañaban como un binomio inseparable. Y así, en este espacio geográfico, se disciernen tres nichos ecológicos: la montaña, la planicie y la laguna. Los habitantes de los pueblos ubicados en la zona de montaña se dedicaban a la agricultura, explotación de los bosques, pero, principalmente, a la fabricación de carbón y el corte de madera. Los pueblos de la planicie desarrollaron actividades agrícolas, mientras que los pueblos de la laguna realizaban actividades lacustres y de la agricultura.


En consecuencia, y con el fin de comprender mejor la zona, el modelo de análisis por nichos ecológicos me pareció el más acertado para abordar la desamortización y el mercado de tierras, pues me permitió establecer comparaciones y, entre otras cosas, entender por qué en algunos lugares la desamortización ocurrió de manera eficaz.


La región de estudio no se circunscribe a límites geopolíticos, no obstante, para entender las acciones de los diferentes actores es importante entender la división política de la región en la segunda mitad del siglo xix. La división estatal se componía de distritos, partidos y municipalidades. El área de estudio abarcó, sobre todo, dos distritos políticos: Cuautitlán y Zumpango. Sin embargo, la investigación también se enfoca en las municipalidades de Tultitlán, San Miguel Tlaxomulco, Tultepec, Tepotzotlán, Hueypoxtla y Xaltocan, que son solo una parte de los distritos. El trabajo, entonces, da pauta para analizar el papel del ayuntamiento como el organismo al que se concedió la administración de las tierras y demás bienes corporativos, atendiendo tres cuestiones básicas: el funcionamiento del gobierno, la tenencia de la tierra y la desamortización.


Objetivos e hipótesis


El trabajo busca mostrar los efectos de la ley Lerdo y, para ello, se analiza la adjudicación de tierras de común repartimiento y el mercado de tierras en el valle de Cuautitlán de 1856 a 1917, mediante dos enfoques: el cambio de propiedad corporativa a propiedad privada, especialmente de las tierras de común repartimiento, y la compraventa de tierras de común repartimiento desamortizadas.


Por un lado, hay que tener en mente que los posesionarios de tierras de común repartimiento acudieron rápidamente a desamortizar sus parcelas debido a la pérdida del sentido corporativo de estas, ya que las consideraban como propias, lo cual explicaré ampliamente. Por otra parte, la ley de la desamortización potencializó un mercado de tierras existente en el valle de Cuautitlán, lo cual ocasionó su acaparamiento por parte de algunos rancheros. Ahora bien, el punto en que estos procesos se vinculan es el acceso al agua, ya que una característica importante de las tierras era que se encontraban dentro de dos sistemas de riego: uno ubicado en la planicie y el otro en la montaña. Por lo tanto, a partir del estudio de casos se intenta vincular el análisis de las tierras de común repartimiento con el análisis del mercado de tierras en una región con distintos nichos ecológicos para conocer en qué momento y por qué razones este tipo de tierras pasaron del control de los vecinos de los pueblos a estar en manos de rancheros y hacendados.


Entre los objetivos específicos se busca entender cómo las características geográficas de la subcuenca del río Cuautitlán determinaron el acceso al agua y la tierra y, en consecuencia, comprender en qué medida la calidad de las tierras y la disponibilidad de agua facilitaron la privatización y compraventa de tierras. Esto no se puede comprender sin determinar antes cuál fue el contexto político, social y legal en el que se desarrolló la desamortización y el mercado de tierras. Asimismo, se analiza la privatización de las tierras de común repartimiento en los diferentes nichos ecológicos, lo cual propicia interpretar la desamortización como un proceso determinado por las características geográficas. Si bien el análisis se enfoca en las tierras de común repartimiento, también se estudia la desamortización de los ejidos,ya que algunos al ser fraccionados se convirtieron en tierras de común repartimiento. Por último, y hacia el final, se aborda el mercado de tierras, la consolidación de los ranchos y el surgimiento de una producción lechera.


¿Qué buscaba entre tanta información? Ofrecer nuevos conocimientos sobre el efecto de las leyes liberales en el proceso desamortizador y el destino de las tierras desamortizadas. ¿Con qué fin? Para comprender mejor por qué en algunas municipalidades la desamortización de las tierras de común repartimiento fue rápida y sin contratiempos; cómo se dio el acaparamiento de tierras por parte de los rancheros, y qué factores determinaron los cambios en los derechos de propiedad. Tengo posibles respuestas. La primera es que la posesión individual de las tierras, aunada a la existencia del recurso hídrico, propició una rápida desamortización en las municipalidades del valle de Cuautitlán, es decir, la ley Lerdo no originó, sino más bien permitió la transferencia de propiedad comunal a propiedad privada. La segunda considera que esta ley y la existencia de un sistema de riego intensificaron el mercado de tierras, así como su acaparamiento por parte de algunos rancheros. De esta manera, en algunos casos, las formas diarias de acceder y poseer los recursos en los diferentes nichos ecológicos fueron determinantes para la privatización y compraventa de las tierras.


Marco conceptual y metodología


La desamortización y el mercado de tierras fueron procesos que se desarrollaron desde 1856 y hasta 1917. Durante este periodo, al mismo tiempo que se eliminaban unos y se respetaban otros derechos coloniales también se otorgaron nuevos derechos civiles, lo cual originó que la estructura de la propiedad en México fuera sumamente compleja, diversa y contradictoria.


La propiedad corporativa y la propiedad privada coexistían en las municipalidades y municipios, incluso, en los pueblos (Marino, 2009: 178-179), es decir, los vecinos de un pueblo podían ser propietarios privados de sus tierras de común repartimiento y poseer en propiedad corporativa un monte o agua. Desde esta perspectiva, el proceso de trasferencia de las tierras de común repartimiento a propiedad privada no se puede entender sin el contexto político y jurídico sobre la propiedad, por lo tanto, debe tenerse en cuenta, por un lado, la construcción del sistema político mexicano durante la segunda mitad del siglo xix, en la cual, el papel de Estado era central por ser el regulador de los recursos, y por el otro, el modelo liberal sobre la propiedad privada.


El Código Civil Francés expedido en 1804, en su artículo 544, disponía: “la propiedad es el derecho de gozar y disponer de las cosas [muebles o inmuebles] del modo más absoluto, con tal que no se haga de ellas un uso prohibido por las leyes o los reglamentos” (Gobierno de Francia, 1809: 101). Esta idea liberal sobre la propiedad apela a la “propiedad” libre, absoluta, perfecta, una propiedad definida al margen de las relaciones sociales (Congost, 2007: 16). Los liberales mexicanos adoptaron esta idea sobre la propiedad, la cual fue difundida y puesta en práctica por distintos juristas. Así, el concepto principal de este estudio es el de  propiedad individual. Diana Birrichaga y Alejandra Suárez mencionan que la propiedad individual absoluta ( dominium), proveniente de la tradición jurídica romana, era una forma de propiedad. La legislación romana reconocía otras formas de propiedad además de la individual:  possessio y  usufructus. La posesión ( possessio) era una tenencia imperfecta porque el bien no era propiedad absoluta de las personas y existían restricciones para el traslado del dominio, en tanto que el usufructo ( usufructus) era el derecho a explotar un recurso (Birrichaga y Suárez, 2008: 246). Estos dos últimos conceptos fueron empleados por el derecho castellano e indiano para establecer los derechos sobre los recursos productivos de los pueblos, y aludían a la capacidad de explotación por parte de los indios sobre tierras, aguas, montes y pastizales de la comunidad, pero sin la posibilidad de venderlos (Birrichaga y Suárez, 2008: 247).


Según el jurista Joaquín Escriche3 (1851: 1392), la  propiedad individual era “el derecho de gozar y disponer libremente de nuestras cosas, en cuanto las leyes no se opongan” (Escriche, 1851: 535). Esta idea de propiedad implicaba tres derechos: el derecho a  gozar, percibir todos los frutos; el derecho de  disponer, darle el uso que mejor nos parezca: mudar su forma, destruirla o enajenarla, y la  protección de la propiedad en cuanto no se opongan las leyes, es decir, que protegida la propiedad por la ley civil no ha de ser contraria a esta misma ley ni perjudicar los derechos de los demás (Escriche, 1851: 535).


En 1851, Mariano Galván, al escribir su libro sobre ordenanzas de tierras y aguas, tomó en cuenta los planteamientos de Escriche sobre la propiedad junto con los de  Las siete partidas del Rey don Alfonso el Sabio. Para él, la propiedad se basaba en la relación entre el hombre y el fruto de su trabajo:


 Si la tierra produjese, sin fatiga de nuestra parte, todo lo que es necesario al mantenimiento de nuestra existencia, sería inútil la propiedad. El aire y el agua no pueden ser sometidos a propiedad. Un campo viene a ser, en alguna manera, una porción del que la cultiva, porque su voluntad, sus brazos, sus fuerzas, su industria, en una palabra, cualidades propias suyas individuales, inherentes a su persona, son las que han hecho este campo lo que es (Galván, 1851: 1).


Afirma, entonces, que la tierra pertenecía a quien la cultivaba, como le pertenecen los miembros de su cuerpo y sus facultades, y aquí es donde retoma los argumentos de Escriche para establecer las diferencias entre posesión y propiedad, manifestando que la primera era diversa e independiente de la segunda. Por lo tanto, un individuo podía ser propietario sin poseer la cosa, y a su vez, podía poseerla sin ser propietario. De esta manera, la propiedad constituía un derecho y la posesión un hecho. Ambas se suponían juntas y, en ese concepto, el poseedor de una cosa se presumía propietario en tanto no se comprobara lo contrario (Galván, 1851: 3).


Las ideas liberales sobre la propiedad fueron planteadas en el proyecto de la Constitución Federal presentado el 16 de junio de 1856 al Congreso extraordinario constituyente. El artículo 23 establecía que la propiedad de las personas no podía ser ocupada sin su consentimiento, sino por causa de utilidad pública y previa indemnización. Ponciano Arriaga (1857: 568), político y abogado, manifestó ante el congreso su desacuerdo con esta concepción sobre la propiedad, pues consideraba que la propiedad individual consistía en la ocupación o posesión teniendo los requisitos legales, pero debía confirmarse y perfeccionarse por medio del trabajo y la producción. No obstante, el artículo 27 de la Constitución mexicana de 1857 consagró jurídicamente el pensamiento liberal mexicano predominante sobre la propiedad individual y en su primer párrafo estableció la protección del derecho de propiedad, mandando que: “la propiedad de las personas no puede ser ocupada sin su consentimiento, sino por causa de utilidad pública y previa indemnización” (Gobierno de México, 1875: 15).


Expuesto lo anterior podemos entender por propiedad individual el derecho que tenían los individuos a gozar y disponer libremente de un bien, con independencia de terceros; siempre y cuando las leyes no se opusieran o se perjudicasen los derechos de los demás. Pero entender la propiedad en términos jurídicos es relativamente sencillo, el problema surge cuando queremos aplicar la ley a casos prácticos; por ejemplo, cuando se quiere determinar si la persona tenía la propiedad o la posesión, o cuando queremos entender la forma en que los bienes cambiaban de un régimen jurídico a otro.


Si a ello le agregamos que las formas en que se disfrutaba y accedía a las tierras de común repartimiento variaban de pueblo en pueblo y de región en región, resulta aún más difícil establecer los derechos de propiedad durante el siglo xix. En algunos casos las tierras de común repartimiento ya eran privadas, se heredaban, se compraban y vendían, también se litigaban individualmente en el juzgado conciliador (Marino, 2009: 178-179). Incluso se dieron casos en que el Gobierno federal consideró que las tierras de común repartimiento eran propiedad individual y por ello no debían desamortizarse; por ejemplo, el 11 de noviembre de 1856, el secretario de Hacienda manifestó que las tierras de común repartimiento que disfrutaban los indígenas del pueblo San Francisco de la municipalidad Tepeji del Río (actualmente en el estado Querétaro) no eran desamortizables, pues los indígenas ya las tenían en absoluta propiedad dado que no pagaban obvención (retribución) alguna; en consecuencia, podían empeñarlas, arrendarlas, enajenarlas y disponer de ellas como dueños (Labastida, 1893: 26). En este caso, en el valle de Cuautitlán, los vecinos fueron considerados como poseedores y usufructuarios de las tierras de común repartimiento, pero no como propietarios debido a que pagaban obvenciones por este tipo de tierras a los ayuntamientos. No obstante, en la mayoría de los casos, las tierras eran vendidas sin dependencia de otros; es decir, tenían pleno dominio sobre ellas.


Otro concepto clave es el de tierras de común repartimiento. Generalmente los distintos tipos de tierras de los pueblos se analizan en conjunto (tierras de común repartimiento, tierras de propios y ejidos) tratando de verlos como un todo, a sabiendas de que existen indicios de que los pueblos no eran homogéneos y de que el acceso y tenencia de los diferentes tipos de tierras variaban de acuerdo con características legales, sociales y económicas. Enfocarse, entonces, exclusivamente en las tierras de común repartimiento arrojaría otros resultados y plantearía nuevas interrogantes.


La historiografía, comúnmente, considera que en el siglo xix las tierras de común repartimiento eran parcelas individuales que se distribuían a las familias para subsistir; dando por hecho que quien distribuía las tierras eran las autoridades municipales. Sin embargo, al menos en el siglo xix y algunos lugares del Estado de México esto no fue así, pues si bien las tierras de común repartimiento continuaron siendo repartidas entre los vecinos por las autoridades municipales, los prefectos y subprefectos fueron los encargados de repartir e, inclusive, de arreglar los conflictos. Existe, además, evidencia de que una persona tenía hasta 10 tierras de común repartimiento; de que algunos vecinos se asumían como propietarios de las tierras y las vendían en un mercado abierto; que los poseedores de tierras de común repartimiento reconocieron al ayuntamiento como propietario, e incluso, de que en algunos pueblos las tierras de común repartimiento estaban en manos de hacendados o comerciantes extranjeros antes de 1856.


En 1970, Andrés Augusto Molina Enríquez, hijo del ilustre abogado Andrés Molina Enríquez, hizo un estudio para determinar la situación jurídica de los bienes de común repartimiento. Sin llegar a una idea clara, Augusto Molina (1970: 24-25) se limitó a decir que encontró pocas referencias para el periodo colonial, mientras que para el siglo xix consideró que dentro de los bienes de propios de los ayuntamientos existían tierras que se repartían para beneficiar a distintas familias. Para él, el término de tierras de común repartimiento adquirió cierta connotación a partir de la ley del 25 de junio de 1856, que se ocupó de las tierras adjudicadas, y que por ese hecho pagaban una contribución municipal; además, este tipo de tierras eran propiedad de los municipios y formaron parte de sus propios hasta 1856 (Molina, 1970: 31).


Ahora sabemos que, durante la primera mitad del siglo decimonónico, las características que definían las tierras de común repartimiento fueron cambiando. Poco a poco, en algunos casos, estas tierras dejaron de ser concebidas como tierras comunales que pertenecían al pueblo y que eran distribuidas a las familias para subsistir. En ocasiones, dejaron de distribuirse entre los hijos del pueblo y ya no fue necesario el permiso de las autoridades para venderlas, al grado de que los poseedores se asumían como propietarios (Marino, 2006; Birrichaga, 2003). Hasta ahora se puede decir que las tierras de común repartimiento, al momento de ser expedida la ley del 25 de junio de 1856, se caracterizaban por ser tierras de labor en posesión de personas individuales, por ser distribuidas por las autoridades estatales o municipales y vendidas en un mercado abierto con independencia de terceros y porque los posesionarios podían disponer libremente de ellas, es decir, eran disfrutadas con las características de una propiedad individual.


Hay que advertir que esta investigación aborda el proceso de transferencia de propiedad corporativa a privada a partir de las relaciones sociales y tomando en cuenta aspectos sociales, económicos y naturales, sin dejar de lado la legislación. Por lo tanto, el concepto de  propiedad privada  se entiende como un proceso continuo de construcción a través de la forma de acceso a los recursos y las diferentes formas de distribución de la propiedad (Congost, 2007: 15, 304); proceso considerado como de transición entre antiguos y nuevos derechos de propiedad, cuya disolución de los primeros llevó a la propiedad privada.


En esta obra se encuentran las premisas teóricas de Rosa Congost, quien propone el estudio de los cambios en los derechos de propiedad a partir de las relaciones sociales, ya que los cambios en los derechos de propiedad se producen en la práctica mediante las relaciones sociales entre los distintos actores: vecinos, pueblos, hacendados y autoridades (Congost, 2007: 21). A partir de esta idea se analizan los derechos que algunos habitantes de los pueblos tenían sobre las tierras de común repartimiento al publicarse la ley Lerdo; para después analizar cómo se modificaron estos derechos durante el proceso de adjudicación y el mercado de tierras. Así, el concepto de  propiedad es un proceso continuo de construcción y no algo inmutable y estático.


La historiografía


La historiografía mexicana sobre la desamortización de la propiedad perteneciente a las corporaciones civiles es amplia. Desde hace varias décadas se han escrito distintos libros y artículos al respecto, el cual es un tema encaminado a modificar el sistema de propiedad corporativa de los pueblos indígenas. Las versiones son variadas y a veces contradictorias; existen algunas tradicionales y revisionistas que muestran diferentes aspectos sobre las consecuencias de la implementación de la mencionada ley en la sociedad, la economía y en el campo mexicano.


La historiografía tradicional plantea que la desamortización tuvo consecuencias catastróficas para los pueblos indígenas porque ocasionó la pérdida de sus tierras a manos de los grandes propietarios (Molina, 1978;Tannenbaum, 1966; Mendieta y Núñez, 1937). En cambio, otros autores por medio de investigaciones empíricas– demuestran que el proceso de desamortización no implicó el despojo total de los bienes de los pueblos, es decir, dicho proceso no fue uniforme y tuvo distintas connotaciones. No obstante, continuaron girando en torno a la idea general de terratenientes expandiéndose sobre las tierras de los pueblos indígenas.4


De esta forma, desde hace poco más de tres décadas se gesta una revisión significativa de lo que ha sido la narrativa hegemónica sobre los pueblos indígenas: la idea de que los pueblos perdieron sus tierras desde la Reforma y durante el Porfiriato (Kourí, 2017: 1924).5 No pretendo hacer otro balance de los estudios sobre la desamortización, mi interés consiste en acercarme a un tema poco atendido: la aceptación de las políticas desamortizadoras por parte de algunos vecinos de los pueblos y en particular el impacto de estas políticas sobre las tierras de común repartimiento, pues aunque se sabe que hubo pueblos en los que se aceptó la desamortización, poco se ha escrito al respecto.


Donal Fraser (1972), Robert Knowlton (1978), Frank Schenk (1995), Margarita Menegus (1995) y Antonio Escobar (2001), entre otros, han señalado que las primeras tierras en ser desamortizadas fueron las de común repartimiento y los propios de los ayuntamientos. En el primer caso porque eran parcelas individuales que se entregaban a cada familia, donde solo se procedió a adjudicar a título de propiedad privada la parcela; en el segundo caso debido a que eran tierras que los ayuntamientos arrendaban a habitantes del pueblo o foráneos (Menegus, 1995: 144-189; Knowlton, 1998: 78-79). Los montes, pastos y aguas (ejidos) quedaron exceptuados de la desamortización conforme a lo establecido en el artículo 8 de la ley del 25 de junio de 1856 (Fraser, 1972: 615-652; Knowlton, 1998: 79, 92).


De acuerdo con distintos autores, la restauración de la república, en 1867, marcó el comienzo de la desamortización en distintos lugares del Estado de México. Frank Schenk (1995: 19-20) establece que en 1869 empezaron a ser desamortizadas las tierras de común repartimiento en el valle de Toluca, en tanto que en el distrito de Sultepec la desamortización se inició en 1874. Por su parte, Menegus (1995) manifiesta que el proceso de adjudicación de las tierras de común repartimiento en Ocoyoacac se dio con eficacia después de 1878, y que el traspaso de estas tierras a propiedad privada no representó grandes problemas al aplicarse la ley, debido a que dichas parcelas ya eran disfrutadas individualmente y solo se procedió a adjudicar a título de propiedad privada la parcela que cada uno disfrutaba. No obstante, los habitantes constantemente pelearon al ayuntamiento la propiedad de sus tierras (Menegus, 1999: 279-297).


José Trinidad Quezada afirma que, en Metepec, la ley Lerdo provocó una amplia privatización de tierras pertenecientes a las corporaciones civiles, pero que las tierras de común repartimiento nunca dejaron de pertenecer a los vecinos de los pueblos; aunque en algunos casos los síndicos o regidores resultaron favorecidos por las medidas desamortizadoras. Los vecinos buscaron conservar la organización comunitaria tratando de que el reparto se hiciera entre los antiguos usufructuarios; sin embargo, diversas tierras de común repartimiento fueron adjudicadas por denuncia. En otras ocasiones, el pueblo consideraba la posibilidad de la privatización como una forma de contrarrestar la desigualdad o para no perder la tierra ante foráneos. Finalmente, habría que decir que Daniela Marino (2006: 229, 323), al igual que los demás autores, establece que, en la municipalidad de Huixquilucan, la desamortización de las tierras de común repartimiento se inició en 1868.


Si bien la mayor parte de la historiografía establece que la desamortización se inició en la década de 1870, estudios actuales señalan que, en distintos casos, comenzó antes del Imperio de Maximiliano. Por ejemplo, Luis Alberto Arrioja (2007: 151-152), en sus investigaciones de Villa Alta, encuentra registros de la desamortización de las tierras de propios a tan solo tres meses de haberse expedido la ley. Del mismo modo, María Antonieta Pacheco (2011: 22) menciona que, a finales de 1856, varios vecinos de Tepotzotlán acudieron ante el juez de primera instancia para solicitar la adjudicación de sus tierras de común repartimiento. Por su parte, Gloria Camacho (2015: 83-84) manifiesta que en la municipalidad de Lerma la desamortización de propios se dio entre los meses de octubre y noviembre de 1856, en tanto que Edgar Mendoza (2017: 197) señala que entre 1856 y 1861 algunos vecinos de Teotihuacán solicitaron la privatización de sus tierras de común repartimiento, lo cual hace entendible que en el valle de Cuautitlán se distinga el periodo que va de 1856 a 1863, en el cual la desamortización tuvo un gran impacto sobre las tierras de común repartimiento,y otro que va de 1867 a 1900, en la que la privatización de estas tierras fue constante.


Estos trabajos han enriquecido el conocimiento sobre la tenencia de los recursos productivos de los pueblos indígenas; no obstante, la insistencia de vincular el proceso de desamortización con los cuatro tipos básicos de tierra (fundo legal, tierras de repartimiento, propios y ejidos) ha ocasionado que no se profundice en las características, cambios y continuidades de cada uno de los tipos de tierra. En este caso, enfocarme en las tierras de común repartimiento me permitió saber cómo es que este tipo de tierras, y los censos que estas pagaban, permanecieron vigentes aun a principios del siglo xx, y conocer más sobre la compraventa y destino de las tierras de común repartimiento.


Uno de los principales objetivos de la ley de desamortización fue el libre movimiento de la tierra en el mercado; los trabajos sobre el mercado de tierras derivado de la desamortización son escasos; entre los pocos que hay está el de Emilio Kourí (2013: 167), quien afirma que, en Papantla, Veracruz, las tierras desamortizadas se convirtieron en un asunto comercial gracias al negocio de la vainilla; en tanto que Édgar Mendoza (2001: 208-209; 2007:11-127) considera que en Cuicatlán, Oaxaca, la privatización y la venta de tierras trajo consigo el aumento de la producción agrícola comercial -sobre todo el de la caña y el café-. Por otro lado, Luis Juventino García (2007: 184-185) manifiesta que el mercado de tierras en el municipio de Atzalan, Veracruz, se inició debido a la ley de desamortización de 1856. Por último, Gloria Camacho (2015: 23, 137-145) considera que en el Estado de México, la compraventa de tierras desamortizadas no se dio necesariamente por el desarrollo comercial de ciertos productos, como en Cuicatlán y Papantla. Así podemos concluir que fue mayor la compraventa de tierras donde existió un desarrollo comercial agrícola.


Las fuentes


En una investigación de este tipo las fuentes relevantes pueden ser confusas dada la cantidad de información que aportan. En este caso, no fue diferente, ya que se consultaron diversas fuentes para conocer y entender el proceso de desamortización de tierras de común repartimiento y el mercado de tierras en el valle de Cuautitlán. En el Archivo Histórico de Notarías del Estado de México (ahnem en adelante) se localizaron varios libros (protocolos) de 1856 que contenían escrituras de adjudicación de tierras de común repartimiento de acuerdo con la ley de desamortización.


Estas escrituras llamaron enormemente mi atención, pues en ellas encontré los primeros indicios de que la desamortización no se dio de forma rápida. Conforme la documentación crecía, mi interés era mayor, y ya no solo por la adjudicación de tierras de común repartimiento, sino también por el mercado de tierras, pues encontré escrituras de compraventa de tierras adjudicadas conforme a la ley Lerdo. Mi interés incrementó aún más cuando encontré que distintas tierras eran regadas con el agua de los ríos de Cuautitlán y Tepotzotlán, lo que sugería la posibilidad de que el sistema de riego hubiera desempeñado un factor importante en la desamortización y compraventa de tierras. Por supuesto, esto me llevó a consultar el Archivo Histórico del Agua (aha), en el cual encontré información valiosa sobre el acceso al agua por medio de los ríos Cuautitlán y Tepotzotlán; además de mapas que muestran las tierras que eran regadas con el agua de estos ríos. Por otra parte, el Archivo Histórico del Estado de México (ahem) y especialmente varios archivos municipales fueron fundamentales para estudiar diversos aspectos del proceso desamortizador y confirmar que en el valle de Cuautitlán y en una parte de la montaña la desamortización fue exitosa, al menos respecto a los terrenos de común repartimiento.


De las fuentes archivísticas y hemerográficas obtuve información importante acerca del surgimiento de los ayuntamientos y su paso a la vida independiente, la vida lacustre de los pueblos, la construcción del desagüe y el sistema de riego en el valle de Cuautitlán. Fue de suma importancia la lectura de testimonios de viajeros, la revisión de la cambiante división política-administrativa, así como el análisis minucioso de los datos geográficos difusos que aparecieron en distintos expedientes, informes y memorias .  Con el análisis de esta información fue posible entender algunos aspectos sociales y geográficos que integraban la región de estudio como la vida agrícola y lacustre, las lagunas, los ríos, las montañas, las vías de comunicación como el Camino Real de Tierra Adentro y las líneas de los ferrocarriles. Asimismo, esta información me permitió definir la región de estudio.


El presente trabajo está dividido en seis capítulos. El primero corresponde al análisis del espacio geográfico de la región de estudio. En él se describen y comparan las características de los nichos ecológicos; principalmente se pone atención en la montaña y el valle, en los ríos y sistemas de riego y,por último, se aborda el tema de la desamortización y el mercado de tierras. En el segundo capítulo se estudia la estructura política y social de la región, y se concluye que las acciones políticas y legales estatales de la primera mitad del siglo xix fueron esenciales para una desamortización eficaz. En el tercer capítulo se exponen las leyes federales encaminadas a desamortizar las tierras corporativas de los pueblos y centralizar la administración del recurso hídrico. En el cuarto capítulo se explica el traslado de las tierras de común repartimiento a propiedad privada en los distintos nichos ecológicos. En este apartado se comprueba que la tenencia individual sobre las tierras y la existencia del recurso hídrico propiciaron una rápida desamortización. En este capítulo se desarrolla también una definición de lo que implicaban las tierras de común repartimiento durante el siglo xix.


En el quinto capítulo se aborda la desamortización de las tierras de uso común (ejidos) en los diferentes nichos ecológicos debido a que varias de estas tierras al ser desamortizadas se convirtieron en tierras de común repartimiento, es decir, en tierras que pagaban un censo al ayuntamiento. Por último, el sexto capítulo analiza la compraventa de tierras de común repartimiento desamortizadas, las cuales fueron a parar en manos de hacendados y rancheros nacionales y extranjeros. Se hace un seguimiento del movimiento de las tierras que fueron desamortizadas, de cuyo análisis resultó que la mayor parte de las tierras pasaron al poder de un pequeño grupo de rancheros, lo cual originó el desarrollo de una producción lechera en varias haciendas y ranchos de la región a principios del siglo xx.


Notas


1 “Decreto del 25 de junio de 1856. Sobre desamortización de fincas rústicas y urbanas que administren como propietarios las corporaciones civiles o eclesiásticas de la República”, pp. 197-201.


2 En 1888, Francisco Garay manifestó que, desde tiempos de los aztecas, las aguas del río Cuautitlán eran las más abundantes de la Cuenca de México; debido a ello, había constantes desbordamientos que inundaban los pueblos de la región y la capital (Garay, 1888: 13).


3 Escriche plasmó sus ideas sobre la propiedad en su  Diccionario razonado de legislación civil, editado, por primera vez, en París, en 1831, y en México, en 1837.


4 Véanse Bazant (1966); González (1969); Fraser (1972); Meyer (1973); Powell (1974); Knowlton (1978).


5 Algunos trabajos escritos en las últimas tres décadas son los siguientes: Velasco (1989); Falcón (1992); Ortiz (1993); Schenk (1995); Quezada (1996); Knowlton (1998); Levaggi (1999); Menegus (1999); Escobar (2001); Kourí (2001); Birrichaga (2003); Marino (2006); Mendoza (2005); Camacho (2007a); Arrioja y Sánchez (2010).
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El paisaje y los pueblos de la subcuenca


Capítulo 1


Situación geográfica


La Sierra de las Cruces y la Sierra de Tepotzotlán


Las condiciones geográficas y ambientales fueron un elemento importante para el establecimiento de la propiedad privada, el desarrollo del mercado de tierras y la instauración de unidades productivas (como los rancheros dedicados a la producción de leche) en el valle de Cuautitlán. Tales particularidades se analizan con mayor facilidad con base en los diferentes nichos ecológicos, por ello es necesario abordar las características físicas y naturales de cada uno de ellos.


En la segunda mitad del siglo xix, la región de la subcuenca del río Cuautitlán se caracterizaba por poseer los recursos naturales: tierra, agua y monte. Tales recursos naturales están asociados con los nichos ecológicos: montaña, planicie y laguna, en los que los vecinos tenían varias formas de acceso a los recursos. Pero, ¿qué es un nicho ecológico? Un nicho ecológico son las condiciones ecológicas que una especie requiere para mantener su población en una región dada (Soberón,  et al. , 2011: 21). Marta Patricia Palacios considera que un nicho ecológico es la base central de la delimitación de la distribución geográfica en la que el ser humano interactúa con su medio ambiente (elementos bióticos y abióticos) en distintas escalas espacio-temporales (Palacios, 2010: 15). George Evelyn Hutchinson definió al nicho ecológico como “un hipervolumen donde son consideradas todas las variables ecológicas que permiten que una especie exista indefinidamente”, es decir, sostiene que por nicho fundamental se consideran a todas las variables, tanto físicas como biológicas, así el nicho fundamental es una formalización abstracta de lo que generalmente se entiende por nicho ecológico (Hutchinson, 1957: 146).


En las ciencias sociales apenas está comenzando a emplearse el nicho ecológico como concepto para el estudio del acceso a los recursos naturales, aun cuando John Murra, en 1972, dio un paso importante con su trabajo El control vertical de un máximo de pisos ecológicos en la economía de las sociedades andinas,  en el que aborda cómo los elementos físicos y naturales influyeron en las actividades económicas de las sociedades andinas. De acuerdo con estudios históricos, los aspectos físicos y naturales de una región ayudan a analizar la evolución en el uso de los recursos por los grupos humanos, así lo han estudiado Brigitte Boehm (2006), Alejandro Tortolero (1996) y Gloria Camacho (2015). Tomando en cuenta el aporte de estos autores, entre otros, un modelo de análisis, a partir de nichos ecológicos, permite explicar el proceso desamortizador y el mercado de tierras, ya que comúnmente el estudio de la desamortización considera la legislación o las interacciones de los diferentes actores sociales, pero no los factores abióticos (elementos naturales). De acuerdo con esta propuesta, se ha dividido la subcuenca del río Cuautitlán en tres nichos ecológicos: la zona de montaña, la zona de planicie y la zona de lagunas.


El valle de Cuautitlán limitaba al oeste con el macizo de montañas Sierra de las Cruces que va desde el 18º 59’-19º 42’ N y hasta los 99º 00’-99º 40’ O, y separa la cuenca de México del valle de Toluca/Ixtlahuaca. Dentro de este conjunto de montañas se encuentra la Sierra de Tepoztlán, elevación con la que limita inmediatamente el valle de Cuautitlán. En el siglo xix, y aún a principios del siglo xx, las partes altas (2 500 m s.n.m.-3 500 m s.n.m.) de estas dos sierras eran ricas en coberturas forestales donde el agua se almacenaba proveyendo de vastos manantiales y escurrimientos naturales a la región. En ellas existía abundancia de pinos, oyameles, encinos, capulines, álamos y una gran variedad de plantas medicinales; también había lobos, liebres, conejos y una diversidad de pájaros de rico plumaje. Las estribaciones de Monte Alto y Monte Bajo en el Distrito de Tlalnepantla eran ricas en árboles de tierra fría, pero a medida que descendían hacia la planicie se evidenciaba la deforestación, actividad sobre la que no había control (Venegas, 1923: 102). Al respecto, el testimonio de Andrés Piñateli, comisionado para reconocer el desagüe en las lagunas de Zumpango, Xaltocan y San Cristóbal, en 1829, resultó contundente al informar de la libertad con que se cortaban los árboles en los cerros que circundaban el valle, para lo cual proponía leyes severas. En lo alto de la Sierra de las Cruces, varios manantiales originaban dos ríos permanentes: Cuautitlán y Tepotzotlán.


El río Cuautitlán partía de varios manantiales ubicados en las municipalidades de Monte Alto y Monte Bajo; en el distrito Tlalnepantla recogía la mayor parte de las aguas de la serranía para después dirigirse al noreste por las montañas de Cuautitlán donde recibía las aguas de otros manantiales. Al llegar al valle parte de las aguas del río eran derivadas a la Pila Real de Atlamica para fertilizar las tierras de las haciendas, los ranchos y los pueblos de varias municipalidades. Su curso continuaba hacia Teoloyucan donde recibía las aguas del río Tepotzotlán para, finalmente, dirigirse hacia el tajo de Nochistongo. Una vez que las aguas del río Cuautitlán pasaban por el tajo, se vertían en el río Tula, después en el río Moctezuma y, posteriormente, en el río Pánuco, para desembocar en el Golfo de México cerca de la ciudad de Tampico (Morlán, 2012: 24-26). De esta forma, el río Cuautitlán atravesaba los tres nichos ecológicos y ocupaba el primer lugar en el régimen hidrográfico de la región debido a su gran caudal y la impetuosidad de sus crecientes (véase mapa 1).


Por su parte, el río Tepotzotlán se formaba de varios manantiales en lo alto de la Sierra de las Cruces, específicamente en las estribaciones del cerro de las Palomas perteneciente a la hacienda La Encarnación. El agua escurría por el Paso de Vaca, y siguiendo su curso pasaba por terrenos del pueblo de Cahuacán, en cuya jurisdicción recibía las aguas de varios manantiales permanentes, entre los más importantes estaban: Tres Piedras y Tepozán. Tras esto seguía por terrenos del pueblo de Magú dentro del cual recibía aguas de filtraciones y de varios manantiales permanentes de la Sierra de Tepotzotlán como las piletitas, los duraznos, las cañadas, las cienaguillas y ojo del negro.1 En seguida, el caudal del río pasaba a la municipalidad de Tepotzotlán, el cual se desviaba en dos al llegar a la hacienda de la Concepción mediante una presa de derivación que desviaba el canal permanente del río a un canal de riego conocido con el nombre de Zanja Real. Este canal rodeaba la montaña para regar los terrenos de la parte superior de la municipalidad de Tepotzotlán, tenía una extensión de 14.5 km, aproximadamente, y se utilizaba para el riego de terrenos de los pueblos de Santiago Cuautlalpan, San Mateo Xoloc, Santa Cruz, Tepotzotlán y las haciendas de Concepción y Xochimangas. Aguas abajo, en un puente llamado San Lorenzo y situado frente al pueblo del mismo nombre, desembocaba el río en la margen izquierda del río de Cuautitlán.2


Mapa 1
Subcuenca del río Cuautitlán


[image: Image 10]


Fuente: Elaboración del autor con base en el croquis del río Cuautitlán localizado en el aha/Aguas Nacionales/caja 18/exp. 212/leg. 1/f. 145.


Durante el siglo xix, se aprovecharon las aguas de los ríos para regar las tierras de cultivo en la montaña, pertenecientes a hacendados y rancheros, así como las de pequeños usufructuarios (tierras de común repartimiento).3 Un ejemplo del uso del agua en esta región de estudio es la hacienda Xochimangas y su molino anexo ubicado en la jurisdicción de Cuautitlán, así como los pueblos de la municipalidad Tepotzotlán, quienes tenían derecho al uso y aprovechamiento de las aguas del río Tepotzotlán para regar sus tierras.4


En la montaña existían dos grupos de terrenos, el primero formado por propietarios de terrenos extensos y el segundo integrado por pequeños propietarios. En el primer grupo existían dos categorías; en la primera, los dueños de montes tenían instalados aserraderos, sus tierras cultivables las daban a medias y vendían el agua a ribereños inferiores, y en la segunda, los propietarios se dedicaban a la agricultura, aunque no tenían tierra en exceso para el cultivo, pero sí para almacenar agua de riego. En el segundo grupo estaban los vecinos y rancheros, sin embargo, fue a los primeros a quienes se adjudicaron tierras de común repartimiento, sobre todo, en la municipalidad de Tepotzotlán.


Ahora bien, en las partes bajas de la montaña (2 250 y 2 400 m s.n.m.) los árboles y la fauna prácticamente habían desaparecido. En esta parte de la montaña se encontraban asentados varios pueblos, y entre ellos estaban Coyotepec, Huehuetoca, Hueypoxtla y Tepotzotlán.5 En los dos primeros pueblos los terrenos estaban inclinados y eran delgados, lo que hacía que el rendimiento de las cosechas fuera menor; en el tercer pueblo los terrenos eran semidesérticos, por lo que el cultivo principal era el maguey,6 y Tepotzotlán era la única que poseía tierras de montaña fértiles debido a la existencia de la Zanja Real (véase mapa 2). En los pueblos de esta municipalidad las tierras eran utilizadas para cultivar maíz, trigo, frijol, haba, chile, cebolla, alverjón y alfalfa. A finales del siglo xix la alfalfa se consideró un cultivo rentable debido a la diversidad de establos que existían en la región, por lo que comenzó a sembrarse en gran cantidad7 por el proceso desamortizador y el mercado de tierras. Los habitantes de la montaña complementaban sus actividades agrícolas con la extracción de recursos del bosque, como la leña, material de construcción, tablas para sus casas, resinas, carbón, musgo y una variedad de plantas.
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